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Acta N° 630 de diciembre 1º de 2009
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el demandante contra la sentencia proferida el pasado 19 de octubre por el Juzgado Segundo de familia de Pereira, en esta acción de tutela propuesta por Bernardo Antonio Castaño Cano frente al Instituto de Seguros Sociales-Pensiones. 
ANTECEDENTES

Actuando por conducto de apoderado judicial, el señor Castaño Caro demandó la protección de los derechos fundamentales a la seguridad social, la igualdad, la vida en condiciones dignas, el mínimo vital y de petición, vulnerados, dijo, por el ISS. 
  



Relató que con Resolución 476 de 2000 se le reconoció la pensión de vejez; que el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, mediante sentencia ordenó al Instituto reconocer el incremento pensional por cónyuge a cargo desde el 24 de septiembre de 2005 y, en consecuencia, le solicitó el 7 de julio pasado que cumpliera la sentencia, pero hasta el momento no se le ha reconocido ni cancelado esa prestación. 

   



Pidió, por tanto, que para la protección de sus derechos se le ordenara al ISS dar cumplimiento al referido fallo judicial. 




Con auto del 5 de octubre último, el juzgado dispuso su trámite con el traslado pertinente a la entidad para que se pronunciara, pero guardó silencio. Entonces vino la sentencia en la que se negó el amparo porque el demandante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial y no se avizora un perjuicio irremediable; en cuanto al derecho de petición señaló el funcionario que tampoco se vulneró porque la solicitud del 21 de julio se refiere, precisamente, al cumplimiento del fallo emitido por el juez laboral y no sería posible al juez constitucional impartir ninguna orden en ese sentido. 

  



Impugnó el actor, quien insiste en que el Instituto demandado le viene vulnerando sus derechos, principalmente el de petición.

  



Ahora se procede a decidir bajo estas:

CONSIDERACIONES

  



Acude ante el juez constitucional el señor Bernado Antonio Castaño Cano con el fin de que proteja sus derechos al mínimo vital, a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana y de petición que, afirma, le están siendo vulnerados por el Instituto de Seguros Sociales al no acatar el fallo de un juez laboral que lo condenó a reconocerle unos valores por concepto de incremento pensional por cónyuge a cargo. 
 
El Juzgado, como se dijo, negó el amparo porque en el caso del señor Castaño Cano no se han agotado los mecanismos de defensa judicial que tiene a su alcance, particularmente el proceso ejecutivo tendiente a ese cumplimiento, ni se advierte que se le esté causando un perjuicio irremediable. 

Ahora bien, se tiene claro que en aquellos casos en los que resulte involucrado un derecho fundamental y su desconocimiento acarree un perjuicio irremediable, aun para la consecución de un beneficio laboral puede acudirse a esta especial acción, no obstante que por regla general ellos deben reclamarse por la vía ordinaria que corresponda. Esto último aplica en el presente caso, porque si el mismo demandante reconoce que es beneficiario de la pensión de vejez y lo que está reclamando es que se cumpla una sentencia en la que se le otorga un incremento, no se ve de qué manera se pueda estar afectando su mínimo vital, o la vida en condiciones dignas, o el derecho a la igualdad. 

Es claro que tiene a su favor la acción ejecutiva pertinente para obtener forzadamente la satisfacción del derecho que por vía judicial le fue reconocido, camino que no puede abreviarse por el de esta acción constitucional que, bien se sabe, se caracteriza por ser subsidiaria y que no puede servir para que el juez de esa área invada cuestiones propias del ordinario. 
Así parece haberlo entendido el demandante que en su impugnación reitera que, en todo caso, su derecho de petición sí está siendo conculcado, porque la solicitud que presentó el 21 de julio del presente año ante el Instituto no le ha sido respondida. 

Y a decir verdad, por este aspecto sí tiene razón, porque el artículo 23 de la Constitución Nacional dispone con precisión que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.  Ese derecho encuentra desarrollo en el Código Contencioso Administrativo que en su artículo 6° enseña que las peticiones deben ser resueltas o contestadas dentro de los 15 días siguientes a su recepción y si no es posible hacerlo así se le debe informar al interesado así, explicándole los motivos de la demora y la fecha en que se dará la respuesta. 

Pues bien, aquel escrito radicado el 21 de julio de 2009 sí contiene una petición dirigida al ISS: que proceda a dar cumplimiento al fallo proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira y, en consecuencia, lo que se esperaba de la autoridad es que en el término previsto por la norma mencionada, le hubiera hecho saber si acataría o no esa providencia y en este último caso las razones para no hacerlo.  

No se trata, pues, como dice el juzgado, de que por esta vía se conmine al Instituto a cumplir el fallo, sino de que le responda al accionante, positiva o negativamente, si lo va a hacer y cuándo, porque al margen de la acción ejecutiva que puede intentar ante el mismo juez que impuso la obligación, está la posibilidad de conocer la posición que asuma la entidad obligada al pago de la prestación, que hasta ahora ha guardado silencio. 

De manera que como el derecho de petición sí viene siendo vulnerado por parte de la Jefe del Departamento de Pensiones del Instituto de Seguros Sociales de Pereira, se revocará el fallo impugnado y se dispondrá que en el término 48 horas proceda a responder de manera clara y concreta al demandante la solicitud elevada el 21 de julio del presente año. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el pasado 19 de octubre por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, en esta acción de tutela propuesta por Bernardo Antonio Castaño Cano frente al Instituto de Seguros Sociales-Pensiones, seccional Risaralda.
 



En su lugar se CONCEDE el amparo impetrado, pero únicamente en lo relacionado con el derecho de petición invocado.  En consecuencia se le ordena a la Jefe de Pensiones del Instituto que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta decisión, resuelva la solicitud presentada por el señor Castaño Cano el 21 de julio de 2009. 
Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ  


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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